
IX
 CONGRESO NACIONAL

      J DE CHICLAYO
PERÚUECES



L     a  celebración  del  IX Congreso  Nacional  de  Jueces  en 
la ciudad  de Chiclayo trajo consigo no solo la acostumbrada 
confrontación de ideas en torno a determinados ejes 
temáticos,  sino  a  su  vez la posibilidad  de  difundir sus 

resultados   a  través  de  una  publicación  especial  avocada  
exclusivamente a la crónica de dicho certamen. Nace así la idea 
de editar el presente Boletín Informativo –primero en su género– 
como depositario de los momentos centrales del  congreso,  así   
como  para  graficar  las  principales  experiencias de las juezas y 
jueces participantes en el desarrollo del mismo y su recorrido por 
la sede de tan relevante cónclave. 

La   Comisión  Organizadora  y  la  Corte  Superior  de  Justicia  
de  Lambayeque, anfitriona de la novena edición del Congreso 
Nacional de   Jueces  y  una  de  las  más  importantes  del  país,  
realizaron  conjuntamente un espacio eficientemente organizado 
y al mismo tiempo   la   posibilidad   de   interactuar   con  la  
ciudadanía,  lo  cual  resultó gratificante  para  el  propósito  
institucional  de acercarnos a la población, máxime en una pujante 
ciudad como Chiclayo que es una  conjunción  de  dinamismo  
comercial y milenarias tradiciones enraizadas  en  un   pueblo   
caracterizado   por  su   afabilidad  y generosidad.

El Distrito Judicial de Lambayeque imparte justicia a grandes                       
sectores   de   la  población   del   norte   del  país,  cuyo  devenir  
está  relacionado  con  notables sucesos de   nuestra historia 
republicana y de su pasado prehispánico que aún hoy asombran 
al mundo,  por ello  es  que  realizar  un congreso de jueces sobre 
una moderna   justicia para  el  país no significa dejar de lado el 
rol y la jerarquía de los personajes  del  pasado  que  ejercieron  
su autoridad sobre esta jurisdicción, ni su valor simbólico para el 
futuro de sus gentes.

El Boletín, en tal sentido, recrea imágenes del pasado y presente 
de la  justicia, así como de los propósitos de quienes por un azar 
del destino estamos al frente de la responsabilidad de impartir 
justicia en estos extensos territorios, y donde hoy –al igual que 
en el resto del   país  –  reina  la  legalidad   e  impera  el  Estado  
Constitucional de Derecho.

El   Poder   Judicial   está  caminando  al   Bicentenario   de   la   
Independencia con propuestas y acciones concretas.

PRESENTACIÓN

Víctor Ticona 
Postigo

Presidente del Poder Judicial

L



3

Al  recibir  el  encargo  del señor presidente del Poder 
Judicial de   presidir   la   Comisión Organizadora del IX 
Congreso  Nacional   de   Jueces,   asumimos   con  gran  
entusiasmo el reto de llevar adelante la celebración de 

lo que podríamos llamar la “asamblea judicial” que cada año se 
organiza en una de las más importantes   ciudades   del  país.  Los  
resultados   de   los   esfuerzos     conjuntos    de    las    personas   
involucradas en  su  organización  no  se hicieron  esperar,  cerca 
de  más  de  doscientos  cincuenta  personas  entre  juezas, jueces,    
expositores,   invitados,  organizadores y   personal   de   la   Corte  
Superior  de  Justicia  de  Lambayeque,  confluyeron a la sede del 
congreso en la ciudad de Chiclayo para sumarse a la discusión 
y toma de posiciones respecto a vitales aspectos del quehacer 
judiciario;  lo  cual  supuso  un  amplio  despliegue  en  el  plano 
organizativo y logístico.

Creemos que los frutos del trabajo emprendido son reconocibles 
y justificaron la dedicación y tiempo invertidos. Sin embargo, una 
vez  finalizado  formalmente  el  evento  reconocimos  que  era 
necesario desarrollar actividades postcongreso que consolidaran    
sus principales logros. Una de dichas actividades era precisamente 
la elaboración de un boletín informativo conteniendo la crónica 
del congreso; publicación que hoy hacemos realidad.

A lo largo de sus páginas el boletín se describe lo acaecido en un 
certamen de la envergadura del Congreso Nacional de Jueces, y 
a su  vez  refleja  las  actividades  culturales  y  sociales  ligadas  a 
su desarrollo. Nuestra intención es presentar un cuadro lo más 
amplio  posible  de  ello,  respetando  el  tradicional  enfoque 
democrático y participativo que   caracteriza  a  los  congresos, 
el debate de los ejes temáticos organizado bajo técnicas 
y dinámicas grupales, metodología de trabajo en equipo que 
permitió canalizar los aportes de cada uno de los participantes 
hacia la adopción de importantes acuerdos, y los lazos establecidos 
con la población, que creemos se deben potenciar para  mejorar 
los niveles de legitimación ciudadana del Poder Judicial.

En virtud de lo expresado, queremos también reconocer la                          
contribución de los connotados juristas nacionales y extranjeros 
que ilustraron con su saber los alcances de la problemática 
judicial abordada,   y   cuyas exposiciones precedieron los debates 
en las Mesas de Trabajo. El presente boletín da fiel testimonio de 
ello y de las conclusiones consensuadas en las mesas de Trabajo 
del congreso, las cuales por su calidad ocupan las páginas 
centrales de la presente publicación.

EDITORIAL

Duberlí Apolinar
Rodríguez Tineo

Juez supremo titular
Presidente de la Comisión 

Organizadora del IX Congreso 
Nacional de Jueces
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BIENVENIDOS A LA TIERRA MUCHIK

La señora presidenta de la Corte Superior de   
Justicia  de  Lambayeque,  Dra. Ana Elizabeth 
Salés  Del  Castillo,  recibió  a  la  Comisión  
Organizadora del IX Congreso Nacional de 

Jueces e integrantes del  Consejo Ejecutivo del Poder 
Judicial que preside el Sr. Dr. Víctor Ticona Postigo; 
así como a las delegaciones de las 33 Cortes de Justicia.

En  sus  palabras  de  bienvenida  expresó  su satisfacción 
por la asistencia de los participantes con el objeto 
de generar espacios de debate para el intercambio 
de experiencias, a fin de lograr una justicia célere y 
recuperar la confianza de la ciudadanía. Precisó los 
temas a abordar en el congreso a fin de establecer 
paradigmas para el trabajo de los jueces. Agradeció 
al Ilustre Colegio de Abogados de Lambayeque por 
ceder sus instalaciones, y deseo que los asistentes 
disfruten su estadía en esa cálida ciudad norteña, 
tierra del Señor de Sipán, lugar que respira historia.

Vista aérea de los exteriores del 
Museo Tumbas Reales de Sipán.

Por su parte, el Dr. Duberlí Rodríguez Tineo, 
presidente de la Comisión Organizadora del 
IX Congreso Nacional de Jueces, puntualizó 
que el estar en tierra muchik obliga a una 

mirada retrospectiva, hasta 20,000 años de historia, 
donde el hombre empezó a dominar la naturaleza en 
esta zona del país. Se llamaron pueblos originarios  
porque llegaron primero a estos lugares, como los 
tallanes en el norte, los bracamoros en Jaén, y los 
muchik en dicha zona. 

Orejera del ajuar funerario del Señor de Sipán.

Recordó que Lambayeque es una ciudad heroica que 
aportó importantes héroes: Elías Aguirre, José Qui-
ñones Gonzales, entre otros ilustres  lambayecanos.
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EXPOSICIONES

Premisa importante para el desarrollo del con-
greso es el momento reservado para la ron-
da de exposiciones a cargo de destacados 
conferencistas. Ellos brindaron puntuales 

alcances respecto a la temática bajo análisis y acerca-
ron a los  participantes a las alternativas de solución 
frente a la problemática descrita. La interacción entre 
los disertantes y  la concurrencia fue  enriquecedora  
para  clarificar  las  posibles conclusiones o acuerdos a 
adoptar. En esta sección ofrecemos una crónica elabo-
rada –básicamente– por  el   juez  superior  Dr. Edwin  
Figueroa  Gutarra sobre dichas exposiciones

INDEPENDENCIA JUDICIAL
 Manuel Atienza
  Jurista (España)

La independencia  ju-
dicial    está  entre 
los conceptos de 
dignidad humana y 

valores, entre otros, y ello 
convierte, a veces, estas 
ideas en peligrosas. Nadie 
estaría en contra de la dig-
nidad humana. Ocurriría lo 
mismo con la independen-
cia judicial, y sin embargo, 
se trata de ideas que exigen 
cuidado con su empleo.

El juez Holmes, refiriéndose a las categorías concep-
tuales que se empleaban en los EEUU, recomen-
daba que había que “lavar esos conceptos de los 
juristas en ácido”. Yo diría que habría que usar solo un 
poco de lejía. Optaré por aclarar los entornos de ese 
concepto. Para ello, trataré de traer algunos ejemplos 
que ilustran mi idea.

Tomaré como punto de partida el Código Modelo 
Iberoamericano de Ética Judicial, cuyo sentido es el de 
normas deontológicas. Los jueces españoles en su 
inmensa mayoría ignoran que exista este Código. 
Su importancia permite entender mejor los problemas 
atinentes a la independencia judicial. Aborda este Có-
digo diversos principios que merecen una lectura 
cuidadosa, se trata de 13 capítulos y 95 artículos que se 
afianzan en importancia. El primero de estos Capítu-
los es la independencia judicial.

Es importante entender a qué apunta este Código en rela-
ción a los casos difíciles. Luego, se presenta una definición 
de los conceptos indeterminados. Luego,  siguen  algu-
nas  reglas  específicas   que  tienen  que  ver  con  el  
tema  de  los  principios. Finamente,  aborda las virtudes 
y los rasgos de carácter que  los  jueces  deben  ostentar   
pues   ello   facilita el cumplimiento de los principios. En 
especial merecen atención los arts. 1 a 8 de este Códi-
go,   los  cuales   abordan   directamente  la indepen-
dencia judicial.

Merecen atención la ética kantiana y la utilitarista. La   éti-
ca   aristotélica  se  vincula  con  la  virtud, significa cons-
truirse un carácter moral. Se exige al juez moderación 
y prudencia. 

Con todos estos conceptos, ¿Qué entendemos por in-
dependencia? Mencionaré cuatro problemas. Si 
Uds.   se  fijan,   hay  un  esfuerzo  por   replantear la  
independencia no como un derecho sino como una   
obligación   de   los  jueces.   El   énfasis   es   importan-
te y sin embargo, de la independencia surgen derechos. 
Pero al mismo tiempo, también surgen obligacio-
nes, a ser tenidas en cuenta. Se protege  al   juez  pero   
al   mismo  tiempo,  se garantizan unos derechos para el 
cumplimiento de los deberes del juez. 

Los periodistas deben gozar de libertad de expre-
sión, por ejemplo, pero al mismo tiempo mediante la 
libertad de expresión se logra una realización de la 
democracia. Debemos ver la independencia, por 
tanto, como obligación.

Segunda precisión: el concepto de independencia está en 
el núcleo del Estado de Derecho. Los jueces deben 
ser independientes porque si no, no habría un  Estado  
de  Derecho.  El núcleo  es  la  idea  del  gobierno  del  
Derecho  pero  solo se  realiza uti l izando normas y 
disposiciones  jurídicamente válidas. Ello permite 
una cierta previsibilidad de la norma, entendida como 
una seguridad jurídica. La norma no es completa pero 
a p r o x i m a d a m e n t e    d e b e    e x h i b i r   s u s  con-
tenidos sin arbitrariedad.

Aquí   hay   una   cuestión   fundamental   de   la   in-
dependencia.  Hacer  negocios,   por  ejemplo, exige 
Poderes Judiciales independientes pues si no, no hay 
negocio. No se puede invertir si no h ay  seguridad jurí-
dica a través de la independencia. Y no solo es un va-
lor económico, también hay un interés de los indivi-
duos pues tiene que ver todo esto con los derechos 
fundamentales. Sin independencia de los jueces, 
no hay un plan de vida  de  los  ciudadanos.  Es  una  ambi-
valencia a juzgar. 

Si a alguien se le juzga con los criterios establecidos en 
el Derecho, es válido preguntarse ¿y si son criterios in-
justos? Si no tenemos valores formales, no podemos 
tener valores materiales. Sin independencia, no puede 
haber  autonomía  de los individuos.  Tomar una 
decis ión no debe significar una injusticia. Los dere-
chos del Estado constitucional  deben  observar  una 
solución  justa, o al menos razonable. Un juez capacita-
do encontrará una solución de este tipo. Un juez po-
dría dimitir o denunciar lo que sucede en la judicatura 
cuando estos valores no se cumplen, pero ello no es tam-
poco una solución adecuada pues dimitir o denunciar 
son medidas extremas. 

La tercera precisión a hacer es la referencia a esto de apa-
riencia. No basta con que el juez se deje influir sino hay que 
demostrarlo ante la sociedad. Se dice  que la mujer 
del César no solo debe serlo sino también parecer-
lo. Esto igualmente debe  ocurrir  en  aspectos  pro-
fesionales.  Un  individuo  juega  un  rol institu-
cional. Es importante que la gente pueda confiar en 

EXPOSICIONES
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el juez. El juez puede escribir artículos de opinión, dar 
entrevistas. Esto es, sin embargo y en cierta forma, un  
riesgo  por el nivel de exposición. Los jueces españoles 
responden que la principal amenaza a la indepen-
dencia es la prensa. Casos con repercusión mediática 
implican para los jueces problemas para actuar en con-
tra de esa presión.

Marc Carrillo, estudioso español en relación al derecho 
a la libertad de expresión, señala que el juez debe gozar 
de esta facultad en cuanto juez. Este tiene incluso la fa-
cultad de hacer votos disidentes, de ser el caso. Holmes 
fue un gran disidente. Los votos suyos se convirtieron 
más adelante en la posición oficial del Tribunal. Si bien 
un juez no suele ser, por lo general, un académico, 
sí es verdad que ocupa un rol institucional y por eso 
debe expresar sus ideas con mucho cuidado. 

Otra  visión  de  Carrillo tiene una perspectiva hacia  
afuera.  ¿Puede el juez criticar decisiones legislativas? 
¿O puede criticar sentencias de otro juez? Carrillo se-
ñala que es mejor que no. Sus críticas jamás deben ser 
personalizadas. Debe prescindir de las cuestiones per-
sonales y optar  por  análisis  abstractos.  Debe haber  
moderación y prudencia.

Un cuarto extremo del problema que nos ocupa es que  
el  juez  no  debe participar en cuestiones partidarias. 
En esto debe ponerse énfasis. Eisenhower, 34° 
presidente  de  los  EE.UU.,  decía  que cometió gran-
des errores. Él dijo que nombró a jueces de la Corte  
Suprema pensando que asumirían una tendencia más 
moderada y al final, no fue ésta la actitud de éstos. Nos 
parece que la referencia es aquí directa a la Corte 
Warren, la misma que optó por decisiones emblemá-
ticas en elación al tema de los derechos sociales de las 
minorías negras en EE.UU. 

Una quinta situación es denunciar casos de mala prác-
tica. Sobre este particular, moderación y prudencia  
son  dos exigencias en función de la independencia 
judicial. ¿Por qué? Porque los jueces son  muy  pode-
rosos.  El  poderoso  tiene  que   moderarse.  El  juez  
tiene  más  poder  y  no porque  lo  quiera  sino  porque 
la existencia de conceptos indeterminados en la Cons-
titución demanda facultades interpretativas, y exige de 
los jueces una definición prudente y ponderada de los 
derechos,  muchas  veces  corrigiendo  a   otros   pode-
res. La prudencia no es timidez, no es propia de quien 
hace un cálculo. Se trata, más bien, de ser capaz de en-
contrar una solución a un caso concreto.

En esta parte final de mi exposición, tengo cuatro 
casos que quiero discutir con Uds. en relación a la 
independencia judicial. 

El caso del juez Baltazar Garzón es un primer caso que 
quiero señalar. Estuvo acusado de tres delitos:  haber  
recaudado  fondos  para  una Universidad de EE.UU. 
Eso se sobreseyó. Otra imputación fue por escuchas ile-
gales. El juez Garzón  dictó un auto ordenando que se pu-
diera registrar una conversación y por ello Garzón  fue 
denunciado. El Tribunal Supremo consideró esta acción    
irregular.   El   de   más   repercusión  pública  fue  el  
de  la  memoria  histórica,  el  más  relevante,  pero  
por  el  que  no  fue  condenado. Una Asociación de 

descendientes de las víctimas del franquismo inició un 
reclamo en relación   a  las  muertes  del  franquismo en 
la primera  mitad  del  siglo  XX,  y  Garzón dispuso llevar 
adelante una investigación por los años 1936 a 1951. 
No había una acusación individualizada.

En   España   había  tenido  lugar  una  Ley  de  Amnistía 
en 1978, precisamente en relación a estos  asuntos.  La  
gente  se  puso  del  lado  de Garzón.  Los  Jueces  por  
la  Democracia,  una asociación española, señaló que 
la investigación contra Garzón, atentaba contra su inde-
pendencia. MI opinión es que Garzón actuó mal. 
La independencia impl ica  l ímites .  E l  juez  in -
dependiente no es el que se guía solo por su criterio 
sino el que se esfuerza por hacer justicia en el Dere-
cho. La independencia judicial entonces ¿va en contra 
del activismo judicial? 

Otra cuestión a comentar: en el caso Fujimori se acusó  
al  juez  César  San  Martín,  de  Perú,  por interferencia 
respecto a correos electrónicos de consulta con exper-
tos españoles antes de emitir  la  sentencia.  Esto  no  
era  acusación  viable. Al juez se le pide adecuada fun-
damentación y en ello acudir a fuentes de verificación 
de datos, ideas, nociones, no es una falta a los deberes.

Una   siguiente  situación:  la  evaluación  integral  y  ratifi-
cación de jueces y fiscales en Perú tiene lugar cada 7 años. 
En mi opinión, esto puede entenderse  como   una   espa-
da   de   Damocles   contra  la  independencia judicial. 
Esto figura sucede solo en Perú y en parte, entiendo, en 
Ecuador. No se presenta este procedimiento en otros 
países. Yo objeto  esta  figura.  Solo  las  cuestiones gra-
ves ameritarían un retiro del juez de su carrera pero no 
un proceso de ratificación.

Un asunto final: ¿hay machismo en las decisiones ju-
diciales? El comportamiento machista va contra la   in-
dependencia   judicial.   Va  en  desmedro, también,  
de  la  igualdad  de  trato.  Infringe,  igualmente, la 
motivación. En España hay algunos casos sangrantes. 
Se dice que se violó a una mujer de  tal  o  cual  forma,  
pero  que  ello  no  revistió gravedad.  La  discreción  no 
se usa  equitativamente,  ello  lesiona  la responsabilidad 
institucional, incluso va contra los principios de la ética 
judicial. 

Se puede pensar en algunas medidas institucionales, por 
ejemplo, un cambio de la cultura judicial. Medidas  
cualitativas,  también.  Los cursos de formación de 
jueces pueden tener contenidos ideológicos. Se debe 
mostrar cómo la motivación exhibirá una especial di-
ligencia. Aquí la función de los recursos debe mostrar 
un papel educativo. Los jueces no deben ignorar lo que 
ocurre, no debe optarse por la política del avestruz, 
me refiero a esconder la cabeza y pretender evitar el 
hecho de conocer lo que sucede.

Así como mi  locutor de presentación, el Dr. Duberlí 
Rodríguez, hizo referencia a que Blas de Atienza fue el 
primer alcalde español en estas tierras en el siglo XVI, 
terminaré yo también hablando de los incas. Propu-
se alguna vez que deberíamos tener una cultura judicial 
“I.N.C.A.”, es decir, por sus propias iniciales: independien-
te, no corrupta y argumentativa.

EXPOSICIONES
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EXPOSICIONES

SEGURIDAD CIUDADANA Y 
REFORMA PENAL

 Víctor Prado Saldarriaga
  Juez supremo titular (Perú)

La problemática 
judicial de la pena 
justa y su impacto 
social es el tema 

que he de abordar. La inse-
guridad ciudadana ha sido 
identificada por diversos au-
tores como un sentimiento 
de la poblac ión de ser 
víctima de un delito. 

Es un concepto que recorre transversalmente a las socie-
dades latinoamericanas. Esta idea ocupa el crecimiento 
de la criminalidad, de un lado, y de otro, que haya tras-
cendido al temor y se convierta, más bien, en una he-
rramienta para la gobernanza. Se gobierna, entonces, 
partiendo de la idea de la influencia del delito. Se trata 
del gobierno de la penalidad. Estudios recientes lo de-
muestran.

En julio del año pasado, el Gobierno solicitó facultades del-
gadas para el crecimiento de la economía del país y a 
la vez, pidió facultades para esto. El Poder Legislativo se 
opuso a este pedido y al día siguiente, la opinión pública 
fue contraria a esta negativa. 

El estándar ideal del pueblo respecto a la justicia es una 
acción oportuna y equitativa frente a los conflictos 
sociales, entre los cuales destaca la criminalidad. 
En un Congreso de Jueces sobre esta misma materia en 
Cañete en 2014, recogía los reclamos de la población 
respecto a la aplicación de las penas suspendidas, o el 
problema de la benevolencia en la aplicación de las 
penas. 

Las recientes situaciones de las últimas semanas plan-
tean otra pregunta: ¿es el Poder Judicial injusto y 
machista? Otra discusión planteada es el proble-
ma de la pena justa, como en el caso Buscaglia, el de 
una mujer que abofetea a un policía en el Aeropuerto de 
Lima y es condenada, por esta acción, a poco más de 6 
años de pena privativa de libertad. La población reclama 
por la aplicación de esta pena, algo poco usual en la co-
munidad. Hago notar solo la lectura de este caso, sin 
entrar a detalles de calificación. 

La  marcha “Ni una menos” planteó conceptos agra-
viantes contra el Poder Judicial. Esto nos lleva a  algunas  
conclusiones:  falta  la  aplicación  de  un enfoque  de  
género  en  el  razonamiento  y  justificación del fallo 
y de la penalidad aplicada en delitos   violentos   contra    
las    mujeres.    Hay   desinformación   teórica  y  malas  
prácticas  en  el procedimiento de determinación de pe-
nas justas. El juez penal debe aplicar penas justas, y si no 
lo hace se convierte en un mecanismo de arbitrariedad. 
Se encuentra, muchas veces, motivación aparente. 

Tenemos un sistema de determinación de la pena, vi-
gente desde el 2013. No observarlo puede constituir 
causa de prevaricato. El principio de pena justa no es un 
concepto valorativo, no es un axioma moral. Debemos 
construir guías operativas, cartillas, en las cuales se ex-
plique cómo realizar esta tarea. Se requiere, entonces, 
promover temas de prevención general. Debemos optar 
por implementar mejor nuevos enfoques sobre estos 
riesgos. En conclusión, requerimos del compromiso con 
un futuro diferente. Hagamos que los jueces del Perú 
apliquen penas justas.

 Iván Sequeiros Vargas
  Juez superior (Perú)

Estas reuniones nos 
sirven para eva-
luar  la  marcha del 
sistema de  justi-

cia,  ver  qué estamos 
haciendo. Aplicar penas 
es un acto humano, muy 
sublime, donde cada juez 
debe tomar conocimien-
to de lo que está hacien-
do respecto a las penaspro-
cesadas, donde trabaja su 
sentido común. 

La aplicación textual de la norma nos lleva, muchas 
veces, a situaciones como las que estamos viviendo. 
La pena justa se aplica en función del caso. De esta for-
ma, tenemos una tarea  que  es  reivindicarnos  ante  la  
sociedad, básicamente a través de penas justas.

Nos debemos preguntar, también, qué hemos hecho. 
Nos han insultado y ¿cuál ha sido nuestra reacción? 
¿Debemos responder? No nos merecemos esos insultos. El 
Derecho existe para tratar de hacer las cosas justas. El 
sistema no busca la impunidad de las personas. Cuidado 
que hay doctrina para todos los gustos. 

Hay relación entre seguridad ciudadana y reformas pena-
les. No debe verse esto como un tema de responsabili-
dad judicial. Se suele atribuir al Poder Judicial problemas 
en la aplicación de la pena. Sin embargo,  esto  no  fun-
ciona  así. Volvemos a preguntarnos: ¿qué debemos 
hacer?  Debemos estar unidos pues ello permite institu-
cionalizar. Requerimos ser consistentes e identificarnos 
con nuestra institución. Esto implica combatir la pre-
cariedad del sistema judicial.  

En el Perú no necesitamos más reformas judicia-
les. Necesitamos de reformas de las personas que 
trabajan en el Poder Judicial, vía una mayor capacitación. 
Requerimos reformular las políticas de ingreso del ele-
mento humano al Poder Judicial, labor en la que están 
involucrados el Consejo Nacional de la Magistra-
tura y la Academia de la Magistratura.

L
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ORGANIZACIÓN  Y  GESTIÓN 
JUDICIAL

 Luis Guillermo Rivas
 Juez supremo (Costa Rica)

Mi propósito es 
traerles algu-
nas experien-
cias de Costa 

Rica en materia de gestión 
judicial. Los Poderes Judi-
ciales no tenemos forma-
ción en gestión. Quienes 
o r g a n i z a n  s o n  profe-
sionales de otras materias.
Se busca que ese camino desde la demanda hasta la sen-
tencia sea más corto. Se incorpora un conocimiento 
especializado, el del juez, entre las partes que con-
tienden. Creamos un producto. Construimos median-
te normas jurídicas. La armazón de la sociedad es el 
Derecho. Se requiere normativizar.

El Estado salvaje se caracteriza por la lucha por la so-
brevivencia. Elevarnos hacia otros estadíos requiere 
lograr la paz y esa tarea tiene que ser hecha con inte-
ligencia, con calidad, en forma rápida. La falta de esas 
destrezas nos ha hecho apartarnos de la urgencia, de la 
noción de que hay bienes que son escasos. La paz y el 
orden son necesarios para poder trabajar. Si hay desor-
den e inseguridad, no se puede crear riqueza. Ésta es 
necesaria para tener una mejor calidad de la vida. Esa 
tarea la realiza el Poder Judicial. Nuestra armazón 
es la Constitución Política del Estado. 

La excesiva duración de los procesos nos hace pensar en 
que algo está fallando. El juez en algún momento fue un 
oidor porque oía a las partes. Hoy en día las tecnolo-
gías de la información se adaptan por completo   a   
nuestros   requerimientos.    La   incorporación de 
estos medios nos permite hablar de una Cuarta Revolu-
ción Industrial.

El Poder Judicial de Costa Rica es para un país de 
4,800,000 personas. Somos 12,000 funcionarios judi-
ciales y somos 1200 jueces. Dentro del Poder Judicial te-
nemos el Ministerio Público. Son 575 fiscales en nues-
tro país. Construimos locales mediante las figuras 
del fideicomiso. Nuestro sistema tiende con fuerza al 
modelo oral. Eliminamos en algún momento la segunda 
instancia pero la Corte Interamericana enmendó esta 
decisión.

Hemos apostado por la introducción del expediente elec-
trónico.  Hemos  propiciado recursos para el manejo  
de estos nuevos instrumentos. Hemos guiado   diferen-
tes  programas para reducir los tiempos de respuesta a 
los problemas judiciales. Nos preocupaba saber cuánto 
entraba y cuánto salía en expedientes. Una oficina 
comenzó a implementar un sistema de mayor seguri-
dad. Se comenzó a establecer diagramas para calidad y 
acreditación. Se optó por implementar normas ISO en 
relación al Poder Judicial. Se fijaron indicadores, procedi-
mientos y sistemas de involucramiento del personal y de 

los jueces. Las integrantes de las Salas ya vienen votando 
desde sus propios espacios, sin necesidad de trasladarse.

 Pedro Tapia Alvarado
  Gerente general del Poder Judicial (Perú)

El Poder Judicial 
es un ente que 
participa den-
tro del Estado y 

como tal, tiene objetivos.  
En el Perú está   vigente  
el  Plan  Bicentenario que 
define 31 políticas de 
Estado. En  el  caso  del  
Poder Judicial, hay un 
Plan de Desarrollo vigente 
hasta el 2018 que consi-
dera tres estrategias.

La primera se refiere al mejoramiento del acceso a la 
justicia. Luego, el fortalecimiento de la gestión institu-
cional. El tercero es la lucha contra la corrupción.  
Nuestro  trabajo  es  dar  soporte suficiente para que 
estos fines se desarrollen. 

Debemos observar, además, que enfrentamos restric-
ciones  presupuestarias.  Las prioridades del Poder Eje-
cutivo no siempre priorizan las del Poder Judicial  y  por 
tanto, debemos trabajar con esas carencias.  ¿Cómo  
podemos  desconcentrar  la   función?  Tenemos  33 
Cortes Superiores de Justicia. La gestión en las Cortes 
Superiores no es solo jurisdiccional sino también admi-
nistrativa. Hay organización que permite dar soporte a 
estas funciones. 

¿Cómo hablamos de descentralizar sin recursos? La 
experiencia de las Unidades Ejecutoras se inició en 6 
Cortes con la idea de definir las prioridades de cada 
Corte. Se implementaron, es cierto, pero no en forma  
integral.  Costa   Rica   tiene   para   su Poder Judicial 6% 
del Presupuesto; Perú, solo 1.4%. Nuestro propósito es 
que sea 2%. Nuestro Plan  Institucional  aspira  a  que   
sea   4%   del Presupuesto Nacional. 

Un gran problema actual es la falta de capacitación del 
personal del Poder Judicial. Son alrededor de 23,000   
servidores,  entre   jurisdiccionales   y   administrati-
vos.  Los  problemas  de  rotación, también, afectan al 
personal. Un sector deprimido en  remuneraciones   en   
el   sector   público   es respecto de trabajadores del 
Poder Judicial. Tan pronto   existe   una   mejor   oferta,   
se   van   los trabajadores de nuestra institución. 

¿Se imaginan Uds. cuántos proyectos ha trabajado el 
Poder Judicial en los últimos 20 años? Alrededor de 150 
y de ellos, solo se conservan 93. Lo que se ha perdido 
en proyectos no realizados, mucho en consultorías, ha 
sido de alrededor de 16 millones de soles. Esto es una 
lección. Esto ha generado un Plan de Inversiones para 
demostrarle al Ministerio de Economía que el Poder Ju-
dicial puede invertir eficazmente.

EXPOSICIONES
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REFORMA FAMILIA
 Olga Fuentes Soriano
  Jurista (España)

La prueba de la 
violencia de género es 
el tema que voy a 
abordar. Siendo 

la última  ponente de 
la  tarde,  la  ley  de  los ren-
dimientos decrecientes en 
cuanto a atención me obliga 
a ser puntual en mi   tema.  
Hablar   de  violencia de gé-
nero abre un abanico muy 
grande de posibilidades. 
La erradicación de la violencia  de género no va a lle-
gar por la vía judicial. Eso tengámoslo claro.

Necesitamos un sistema estricto de tipificación de 
las conductas punibles. No cabe caer en el error 
de confundir feminicidio con violencia de género. 
El  problema  verdadero  es  la  violencia  que  
subyace en estos casos. Las mujeres conviven en un  
esquema  de  violencia  intolerable.  España registra  
123,000 denuncias por este tema en el último año. 
Perú no se aleja tanto de estas cifras.

Los problemas probatorios que suscita la violencia 
de  género  son complejos.  Hay un sector amplio 
de  la  sociedad  que  no  desea  acabar  con  los  
problemas   de   violencia  de  género.  Debemos  al-
canzar nuestra preocupación sobre las falsas alarmas  
de igualdad material respecto a estos problemas de 
violencia de género, en el sentido de que no hay que 
diferenciar porque los sexos son iguales.  Se  necesita  
cambiar  este  patrón  de conducta.

Hay problemas de prueba en el ámbito familiar. Por 
ejemplo, en la comunicación electrónica en sus más 
diversas formas. Problemas adicionales son  que la 
víctima se acoja a la dispensa de no declarar, que se 
dé una falta absoluta de pruebas, o que la víctima se 
retracte, entre otros. De alguna forma, son proble-
mas que se suscitan.

El  Derecho va por detrás  de  la  realidad social. Pri-
mero  va  el  uso  social  y  luego  se  produce la nece-
sidad de regular estas conductas. Veamos cómo  ha  
cambiado  todo  esto  con  las  nuevas tecnologías. 
Una    agresión    por    WhatsApp,   por   ejemplo, 
cómo  se puede entender, cuál es su valor probato-
rio. Se trata de fuentes de prueba más el problema 
es cómo incorporamos al proceso  esa información. 
Veamos que hay alrededor  de  1,000 millones  de 
usuarios de WhatsApp hoy en  día. ¿Y si fuera un 
email? ¿Qué hacemos? ¿Imprimimos  el  mensaje?  
¿Se  entrega   el  disco   duro? Lo importante será 
reforzar la presentación de la prueba. La sentencia 
300/2015 del 19 de mayo del Tribunal   Supremo   

español   prevé que es indispensable la práctica 
de una prueba pericial respecto a los pantallazos de 
información.

Otro problema es el de ofensas desde el anonimato en 
las redes sociales. Aquí habría que rastrear la 
cuenta para poder identificar al dueño de la cuen-
ta. Hoy la Policía puede obtener autorización judicial 
para perseguir el delito. Es importante diferenciar el 
stalking (hostigamiento o acoso) del maltrato habi-
tual (clima de violencia).

ORGANIZACIÓN Y GESTIÓN 
AMBIENTAL

 Alejandro La Madrid
 Fiscal superior (Perú)

Voy a abordar 
en  mi expo-
sición el tema 
de los obstá-

culos y retos del siste-
ma de justicia penal  en  
materia ambiental en el 
Perú. Me voy a circunscri-
bir solo  al  Derecho Penal 
Ambiental.

Nos preguntamos  si el 
Perú es un país minero, 
agrícola   o   ambiental.   El Perú  ocupa  el  9no  lugar en  
materia  forestal. Las actividades  más depredatorias 
tienen lugar respecto a la minería informal y sin embar-
go, debemos tener en cuenta que es mucho más ren-
table tener un bosque de pie antes que hacerlo leña.

Contamos ya con 2 juzgados en materia ambiental. Son  
2  juzgados   de  investigación  preparatoria especia-
lizados en delitos ambientales. El problema es que se 
les ha asignado competencia aduanera, lo cual no es 
positivo pues debe haber especialidad. No se trata solo 
de estadísticas en cuanto a completar más carga. Esto no 
es propio.

Los tipos penales ambientales son complejos. En el Mi-
nisterio Público hay 25 fiscalías especializadas en  mate-
ria  ambiental. En Cutervo tenemos el primer parque 
nacional del Perú, La complejidad es de las distancias. 
Una verificación puede tomar unos 2 días, dada la ex-
tensión del área a cubrir. Existe una Procuraduría  Pu-
blica  especializada en materia ambiental. La Policía 
Nacional tiene una división ejecutiva respecto a medio 
ambiente. Un problema actual es el incremento de las 
denuncias penales ambientales. Hay congestión por di-
versas causas. 

La  cuantificación  de daños es igualmente una labor 
muy compleja. Los bosques nos proporcionan unos 70 
servicios ambientales por los cuales no pagamos. Ima-
ginemos que nos digan un  día: “Ud. debe pagar por el 
oxígeno, o Ud. debe pagar por filtración del agua.” 

EXPOSICIONES
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Esto cambiaría nuestra preocupación por el medio 
ambiente. Entre 2011 y 2106 se expidieron 97 senten-
cias. Hay 190 personas sentenciadas y 4 con pena efec-
tiva: 2 en Madre de Dios y 1 en Ancash. 

Concluyo con una frase de Víctor Hugo: “Produce una  
inmensa  tristeza  pensar  que  la  naturaleza habla mien-
tras el género humano no la escucha.”

 Fernando Cruz Castro
 Juez supremo (Costa Rica)

En el fondo no 
hay  mucho in-
terés en  cuidar 
el ambiente. En 

Costa Rica el tema del 
ambiente fue traído por 
la Sala Constitucional en   
una  muestra  de activis-
mo judicial. Eso cambió la 
expectativa sobre el tema 
ambiental.

El tema ambiental es muy complejo. ¿Cómo se  de-
termina la autoría? Es sumamente difícil. El enfoque 
constitucional es más eficaz a este respecto. El am-
paro en mi país tiene una cobertura muy grande y es 
aquí que cala el tema ambiental. Un caso típico es el 
de aquel escolar que demanda en una hoja de papel 
un amparo porque en su barrio hay un botadero de 
basura. La Sala optó por admitir esta cuestión. Este solo 
ejemplo nos dice mucho más, en concreto, que toda la 
parafernalia normativa existente.

La Sala ha emitido importantes interpretaciones en ma-
teria ambiental, atacando contradicciones en materia 
ambiental. Contradicciones porque hay al respecto po-
líticas gubernamentales de impulso de temas del am-
biente pero al mismo, tiempo, falta de actividad para 
emprender actividades a favor del ambiente. Tenemos 
un gran problema: no tenemos una agenda del am-
biente. Los partidos políticos la enuncian pero no toman 
medidas en concreto. 

Costa Rica ha asumido una visión antropocéntrica del 
ambiente en su Constitución. La Constitución ecuato-
riana se suma esta idea pues le da derechos a la na-
turaleza. No todo gira en torno al ser humano. Se crean 
espacios para la naturaleza pues es la que nos rodea. 
En materia ambiental se debe informar a la población y 
se debe tratar de información veraz. 

Nuestro sistema permite que cualquier persona pueda 
iniciar una acción de inconstitucionalidad en materia 
de protección del derecho al medio ambiente. El am-
biente es más importante de lo que creemos. La última 
Encíclica del Papa aborda esta preocupación. Concluyo 
con la idea de que lo poco agrada y lo mucho enfada. 
Así que es pertinente concluir. 

 

SISTEMA  DE  EVALUACIÓN  Y
 CONTROL DE LA MAGISTRATURA

 Guido Águila Grados
  Presidente del Consejo Nacional de la Magistratura (Perú)

En la antigüedad 
cuando  los 
griegos se refe-
rían  a la  deidad,  

hablaban de Cronos  y  Kai-
ros:  el primero  referido  al  
elemento cuantitativo del 
tiempo: el segundo, rela-
cionado con el momento 
cualitativo del tiempo. 

Al parecer siempre hay un rostro agrietado de la justicia 
¿Por qué se pide siempre una reforma del sistema de 
justicia? Veamos que esta es una situación conti-
nua. Hay tres razones para este pedido permanente: 
la naturaleza de nuestra función, la desinformación 
del justiciable, y el mismo diagrama del sistema de jus-
ticia.

En primer lugar, hay comparaciones de cifras que no 
desarrollan un examen exhaustivo de la función judi-
cial. Debe tenerse en cuenta que la naturaleza de  la 
función judicial no es ser popular. En lo relativo  a  
desinformación,  les comento una posición   brasileña,   
discutida   en   ámbitos   académicos: el derecho a la 
no desinformación. Se trata en verdad de dos negativos 
que equivalen a un  positivo:  el  derecho  a  la   informa-
ción.  En realidad,  el  resultado  de  esos  negativos  es  
el derecho a la información. 

“Poderes  salvajes:  la  crisis  de  la  democracia constitu-
cional” es un obra reciente de Ferrajoli que   desarrolla    
un     examen    del   poder   político, económico  y  me-
diático.  Se  refiere  a  poderes  paralelos  que  no  tienen  
límites,  que tienen un grado de animalidad. A esto se 
refiere Ferrajoli  al  decir   que   son   poderes   no   con-
vencionales. La  desinformación  tiene cierta semejanza 
con estas notas  de  Ferrajoli.  Se ejerce un poder mas 
sin responsabilidad.

La legitimidad tiene dos ámbitos: la de origen y la  de  
ejercicio.  Debe  entenderse   esa   idea   y  no se   debe    
cuestionar    sin    más    a    órganos     constitucionales 
autónomos u otros órganos sin entender la naturaleza 
de su función. 

Contra  la  desinformación  se  deben  reforzar  los vasos    
comunicantes,   los    mecanismos   de   identificación  
del   sistema, cómo  el  sistema  se vincula  en  su totali-
dad. No puede funcionar un sistema aislado.

En   relación   a  lo  del   diagrama   del   sistema de jus-
ticia, debemos corroborar que algo no funciona en este 
rubro. El nuevo diagrama exige pasar por tres esfuerzos: 
reformar el sistema de justicia con las instituciones del 
sistema de justicia. Se debe hacer  con   las   instituciones 
y  no  contra  las instituciones. En segundo lugar, se debe 
hacer esta reforma con una gran capacidad de autocríti-
ca. En tercer lugar, esta reforma debe hacerse con todo 
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el sistema, no en forma aislada. A esto se orientan las  
propuestas   del   Consejo   Nacional  de  la Magistratura.

Hacemos prontas propuestas: en el caso de los candi-
datos  en   reserva,   se   necesita  dejarlo habilitado 
para los niveles uno y dos, mas se debe restringir en los 
niveles tres y cuatro. En adición a ello, no hay filtros ade-
cuados en los procesos de elección de los consejeros. 
Por ejemplo, ¿cómo se eligen a los representantes del 
Ministerio Público y Corte  Suprema? No hay criterios 
determinados. En   el   caso   de   los   representantes   de   
las   Universidades, ¿cómo se estructura esa elección? 
¿Por qué no universalizar la elección?

 Ana María Aranda Rodríguez
  Jefa de la Oficina de Control de la Magistratura (Perú)

El  tema  a desarro-
llar en esta opor-
tunidad se refiere 
a la efectividad  

frente a conductas disfun-
cionales, el nuevo Regla-
mento  y  mejora  de   los 
procedimientos. La OCMA 
está integrada actualmen-
te por 17 magistrados con-
tralores de distintas partes 
de país. La actuación se produce de oficio o por propia 
iniciativa con ocasión de las visitas. Uno de los objeti-
vos primordiales es combatir la corrupción, así como 
velar por una prestación efectiva del servicio de admi-
nistración de justicia. Entre las estrategias de trabajo de 
OCMA existe una función preventiva y una correctiva.

Los deberes de los jueces han sido previstos por la Ley 
29277, Ley de Carrera Judicial. Entre ellos, uno que 
destaca es la independencia de los jueces, quienes se 
deben solo a la Constitución y a la ley. Se prohíbe a los 
jueces ejercer actividad lucrativa con la sola excepción 
de la docencia universitaria. 

Entre algunas conductas disfuncionales reite-
rativas, existe la omisión del deber de presentar la 
respectiva Declaración Jurada. En adición a ello, está 
la inobservancia del horario de trabajo, retardo en 
la administración de justicia, actuar en un proceso 
pese a estar prohibido, entre otras conductas. 

Entre algunas novedades del Reglamento Discipli-
nario de OCMA, tenemos la incorporación de algunos 
principios. Además, se acortan trámites, las inves-
tigaciones terminan en la ODECMA  distrital.  OCMA  
revisará  en segunda instancia. Del mismo modo, la 
suspensión preventiva se aplicará siempre que no 
se configure en flagrancia. Hemos optado por el re-
conocimiento vía premios OCMA, en retribución 
a las gestiones de ODECMAS que hacen una función 
preventivo/correctora adecuada.
 
Hemos considerado como propuesta, de igual modo, 
que el Jefe de ODECMA pertenezca a una Corte dis-
tinta en su función contralora. Para ello se requiere 
el previo consentimiento del interesado y que el 
Consejo Nacional de la Magistratura reconozca esta 

calidad en los respectivos concursos. De otro lado, te-
nemos una Ley de Participación Civil y buscamos la 
implementación de una mayor participación de la so-
ciedad civil.

 Susana Castañeda Otsu
   Jueza superior (Perú)

Ab o r d a r é   lo 
referido al s i s -
te m a  de eva-
luación  y  con-

trol de la Magistratura. En el 
caso Apitz Barbera y otros 
vs. Venezuela se destaca la 
idea de que el sistema judi-
cial se pueda ver sujeto a 
posibles restricciones inde-
bidas, por órganos ajenos 
al Poder Judicial o incluso 
por otros  magistrados.
 
En el caso Chocrón Chocrón vs. Venezuela se señala 
que el acceso a un cargo público se cumple cuando 
los criterios y procedimientos para el nombramiento, 
ascenso, suspensión y destitución se cumplen razona-
blemente, y las personas no sean objeto de discrimi-
nación. 

Hemos ido trabajando desde el primer Congre-
so de Jueces la propuesta de la eliminación de 
la ratificación de jueces y fiscales. Sin embargo, la 
jurisprudencia del Tribunal Constitucional ha seguido 
otra ruta de razonamiento pues en diversos fallos ha 
afianzado esta institución.  

Debemos advertir que la sociedad no está contenta 
con nosotros. Este Congreso sirve para que reflexio-
nemos al respecto. Debemos buscar empoderarnos 
como institución. Nos es necesario alcanzar una 
mayor legitimidad. La legitimación se alcanzará a tra-
vés de fallos idóneos y eficaces.

No es congruente en nuestro país que un juez sea de 
justicia ordinaria, luego de la justicia constitucional y 
finalmente, de función contralora. Esto es contradic-
torio, no sucede en otro país. Las funciones deben ser a 
exclusividad y en ello tiene que trabajar técnicamen-
te nuestro sistema.

Otro  punto fuerte a abordar es que la no motivación  
de  resoluciones  sea una falta muy grave.    Esto   es   
un  tema  complejo.  La  Ley  de  Carrera Judicial  exi-
ge, en su artículo 34.1, el deber de impartir justicia con 
independencia y respeto del debido proceso. El 48.12 
señala que el acto u omisión debe vulnerar gravemen-
te el cargo. El Consejo Ejecutivo del Poder Judicial ha 
trabajado este   tema   vía   una  resolución  pero  la  
misma necesita de ciertas precisiones en cuanto a no 
motivación total o parcial. 

De otro lado, dos fallos judiciales recientes en materia 
de violencia contra la mujer han sido objeto de cues-
tionamiento por parte de la sociedad civil. Lo per-
tinente es que las respectivas Cortes resuelvan con 
celeridad estos procesos.

EXPOSICIONES
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JUECES PARTICIPANTES Y GRUPOS DE TRABAJO 

Tras las exposiciones se realizaron a paso seguido los debates en las Mesas de Trabajo, donde fruto del 
intercambio y confrontación de ideas se formularon valiosas conclusiones.

JUECES PARTICIPANTES Y GRUPOS DE TRABAJO
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IX CONGRESO NACIONAL DE JUECES

CONCLUSIONES DE LOS GRUPOS DE TRABAJO

EJE TEMÁTICO I

INDEPENDENCIA DEL PODER JUDICIAL

Asumir el Código de Ética Iberoamericano como Código de Ética del juez peruano.

Fortalecer las siguientes estrategias comunicacionales para promover la independencia del Poder Judicial 
y mejorar la imagen institucional ante la sociedad y los medios de comunicación: publicitar las decisiones 
jurisdiccionales; contratar un vocero judicial; capacitar a los periodistas a efectos de que entiendan la labor 
judicial y los efectos de la misma en la sociedad; apoyar las Oficinas de Imagen Institucional en cada corte; 
promover la autonomía presupuestal del Poder Judicial; difundir las buenas prácticas institucionales y la cul-
tura jurídica.

Los acuerdos plenarios no afectan el principio de independencia porque no son vinculantes; los precedentes 
vinculantes en principio son obligatorios, pero los jueces podemos apartarnos de los mismos previa motiva-
ción. 

El juez debe de someterse a la constitución y a la ley, y no a disposiciones de carácter administrativo.

Los jueces al resolver sus casos deben utilizar un lenguaje sencillo y comprensible para los ciudadanos.

EJE TEMÁTICO II

SEGURIDAD CIUDADANA Y REFORMA PENAL Y DE FAMILIA

En materia de seguridad ciudadana:
Generar espacios de comunicación directa con el Ministerio Público, Policía Nacional, INPE y Defensoría Públi-
ca a fin de dar sostenibilidad a las políticas públicas de seguridad ciudadana.
Incorporar en los planes anuales de seguridad ciudadana, actividades o proyectos que logren el posiciona-
miento del Poder Judicial dentro de la política pública.
Promover la participación activa de los presidentes de Corte y jueces en las Comisiones de Seguridad Ciuda-
dana.
Propiciar la creación de observatorios judiciales en cada una de las Cortes Superiores de Justicia del país. 
Impulsar el observatorio de criminalidad con la finalidad de implementar políticas públicas de seguridad ciu-
dadana. 
Proponer la implementación de centros penitenciarios para agentes primarios.
En materia de violencia familiar y perspectiva de género:
Promover políticas de Estado que eviten la desatención de sectores vulnerables como madres solteras, 
hogares disfuncionales e hijos abandonados.
Elaborar protocolos de acción entre Ministerio Público, Poder Judicial, Policía Nacional, Ministerio de Salud, 
Educación y otras instituciones vinculadas a temas de familia y violencia de género a efectos de que cada 
institución cumpla el rol que le corresponde. 
Emitir acuerdos plenarios respecto a las decisiones judiciales con enfoque de género.
Crear en la especialidad de familia las subespecialidades de violencia familiar, civil tutelar y penal.
Valorar los medios probatorios de manera tuitiva, aplicando las reglas establecidas en el Acuerdo Plenario 
2-2005/CJ-116 en los procesos de violencia familiar y violencia de género. 
Los jueces de familia que tienen a cargo procesos por infracción a la ley penal asuman la competencia para tra-
mitar los procesos de violencia familiar de acuerdo con la Ley Nº 30364.
Proponer que los programas de Justicia en tu Comunidad y Acceso a las Poblaciones Vulnerables se establezca 
como un Programa de Proyecto por Resultados.
Codificar el Derecho de Familia.
Capacitar a los jueces y servidores judiciales en temas relacionados a perspectivas de género y violencia 
familiar. 

CONCLUSIONES
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EJE TEMÁTICO III
ORGANIZACIÓN Y GESTIÓN JUDICIAL Y AMBIENTAL

Reformular la medición de la carga y producción jurisdiccional de los órganos jurisdiccionales, teniendo 
en cuenta que las sentencias emitidas por los juzgados es uno de los productos que se genera mediante 
el trabajo que se realiza en el despacho judicial. Establecer mecanismos técnicos que permitan acceder a 
las estadísticas judiciales de forma sencilla.
Fortalecer el sistema de corporativización bajo los siguientes aspectos:
a. Racionalización del personal acorde al módulo corporativo.
b. Fortalecer la figura del juez coordinador en la labor de administración, para garantizar que se adopten y 

se ejecuten las medidas jurisdiccionales que garanticen el acuerdo al servicio de justicia.
Separar y delimitar las funciones jurisdiccionales y administrativas, bajo la conducción del juez en el aspec-
to organizacional, teniendo como herramienta de trabajo al Sistema Integrado Judicial.
Establecer la desconcentración administrativa con real delegación de facultades a la Presidencias de las 
Cortes y Gerencias de Administración. 
Fortalecer el diseño de un esquema general para la redacción de las resoluciones.
Establecer como política de Estado la protección del medio ambiente para fortalecer la lucha contra los de-
litos ambientales desde una perspectiva interinstitucional (Ministerio de Ambiente, Gobiernos, Regionales, 
Ministerio Público, Poder Judicial y otros).
Promover la protección al medio ambiente a través de acciones de garantía como el Proceso de Amparo 
y no a través de procesos penales.
Adecuación del SIJ para identificar los procesos sobre medio ambiente y conocer los índices que se necesi-
tan para la toma de decisiones.
Replicar en todos los distritos judiciales el sistema de seguimiento de la productividad realizada en la Corte 
Superior de Justicia de Arequipa, a fin de verificar la labor efectiva de los auxiliares jurisdiccionales y 
determinar las políticas de gestión de despacho.
Crear órganos jurisdiccionales en materia ambiental con subespecialidades en lo penal, civil, conten-
cioso administrativo y constitucional, en las Cortes Superiores de Justicia del país, especialmente 
en las que tengan mayor incidencia de delitos ambientales. 
Capacitar y especializar en materia de medio ambiente a los jueces y al personal jurisdiccional y admi-
nistrativo, especialmente en aquellos distritos judiciales con mayor incidencia de delitos ambientales. 
Difundir el contenido esencial del derecho al medio ambiente. Incluir en la malla curricular de la Acade-
mia de la Magistratura temas referentes al derecho ambiental.

Mesa de Honor del Congreso

CONCLUSIONES
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EJE TEMÁTICO IV
SISTEMA DE EVALUACIÓN Y CONTROL DE LA MAGISTRATURA

Mantener el sistema de control mixto, el interno a través de la OCMA con intervención de la sociedad civil y 
el externo por el Consejo Nacional de la Magistratura (CNM). 
Elaborar un reglamento de control disciplinario con fines preventivos dado que no todo puede apuntar a una 
sanción; reforzar la labor preventiva de la OCMA; implementar cambios normativos a efectos de que los jue-
ces contralores ejerzan su función a dedicación exclusiva.
Proponer la eliminación del sistema de ratificación de jueces.  
Continuar con el nombramiento de los jueces a través del CNM y perfeccionar los requisitos de ingreso a la 
carrera judicial.
Crear órganos de control regionales con presencia de representantes de la sociedad civil y del Consejo Nacio-
nal de la Magistratura.
Elaborar una propuesta de modificación legislativa de la Ley de Carrera Judicial a efecto de que la ausencia 
absoluta de motivación y la motivación aparente solo sean objeto de sanción disciplinaria cuando en última 
instancia se haya verificado por el órgano revisor dichos supuestos, sancionándose como falta leve, y en caso 
de reiterancia como falta grave; no debiéndose considerar los casos de motivación insuficiente o defectuosa.
Instar a los jueces a actuar siempre dentro del marco de la ley para evitar la instauración de futuros procesos 
disciplinarios.

CONCLUSIONES

La democrática participación de los jueces garantizó el éxito del 
IX Congreso Nacional de Jueces.
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MINISTRA DE JUSTICIA GARANTIZÓ EL 
RESPETO A LA AUTONOMÍA E

INDEPENDENCIA DEL PODER JUDICIAL

La Dra. María Soledad Pérez Tello, Ministra 
de Justicia, en su intervención en el acto de 
clausura, expresó que está garantizado el 
respeto absoluto a la autonomía e indepen-

dencia del Poder Judicial y de las demás instituciones 
del Sistema Justicia; esto en el marco del proceso de 
reforma que se ha anunciado.

“La  reforma   debe  en-
tenderse como un proceso 
sistémico y transversal que 
involucra dentro de sus 
componentes clave a todas 
las instituciones de este sis-
tema”.

De otro lado reconoció los 
significativos avances que 
frente a la violencia 

contra la mujer viene dando el Poder Judicial, desde 
una perspectiva de género. A su vez adelantó que 
próximamente se suscribirá el “Acuerdo  por la Jus-
ticia”.

MEDIOS DE COMUNICACIÓN DIERON 
AMPLIA COBERTURA

Con una gran cobertura, el desarrollo del 
congreso fue seguido de cerca por la pren-
sa. La presencia en la ciudad de Chiclayo 
de las altas autoridades del Sistema de 

Justicia, concitaron la atención de distintos medios.

 

LA SEMILLA DE LA JUSTICIA

Como muestra del compromiso del Poder 
Judicial en defensa del medio ambiente 
las juezas y jueces, acompañados por la 
población, sembraron diversas variedades 

de árboles en el pasaje “Paseo de la Justicia”.

 

El Dr. Duberlí Rodríguez Tineo, presidente de la Co-
misión Organizadora del Congreso y de la Comisión 
de Gestión Ambiental del Poder Judicial, plantó un 
ficus en el frontis de la Corte de Justicia de Lambaye-
que. Hicieron lo propio las altas autoridades judicia-
les, juezas y jueces presentes.

GRAN BICICLETEADA

También en promoción de la preservación 
del medio ambiente, los asistentes 
participaron en un ciclo paseo que partió 
desde la sede principal de la Corte 

Superior de Lambayeque. Luego se realizó una dis-
putada competencia ciclística alentada por un entu-
siasta público que portaba letreros alusivos al medio 
ambiente, ocupando el primer lugar el Dr. Miguel 
Palomino Saavedra, juez de la Corte Superior de 
Justicia de Madre de Dios.

NOTAS DEL CONGRESO Y ACTIVIDADES CULTURALES

NOTAS DEL CONGRESO Y ACTIVIDADES CULTURALES
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 Juez supremo titular 
 Presidente

Presidenta de la Corte Superior 
de Justicia de Lambayeque

Gerente general del Poder 
Judicial

Secretaria general de la Corte 
Suprema de Justicia

Secretario general del Consejo 
Ejecutivo del Poder Judicial

Jefe de la Oficina de Imagen y 
Comunicaciones del Poder 
Judicial

Jefe de la Oficina de Protocolo y 
Relaciones Públicas

Coordinadora del Gabinete de 
Asesores de la Presidencia del 
Poder Judicial

Director del Centro de Investi-
gaciones Judiciales Secretario 
técnico

Duberlí Apolinar 
Rodríguez Tineo

Ana Sales del Castillo

Pedro Manuel Tapia 
Alvarado

Flor de María Concha 
Moscoso

Luis Alberto Mera 
Casas

Luis Gallardo Torres

Galo Garcés Lama

Rocío Ramos 
Yzaguirre

Helder Domínguez 
Haro

VISITA AL MUSEO TUMBAS REALES DE SIPÁN

Finalizadas  las  actividades  académicas, el 
titular del Poder Judicial, Dr. Víctor Ticona 
Postigo y los participantes visitaron el 
Museo Tumbas Reales de Sipán, donde se 

celebró una ceremonia de pago a la tierra y 
diversos números artísticos; así como la toma de la 
foto oficial del congreso.

El señor presidente del Poder Judicial, flanqueado por el célebre 
arqueólogo peruano Walter Alva y la señora  presidenta de la 

Corte Superior de  Justicia de Lambayeque.

COMISIÓN ORGANIZADORA DEL
IX CONGRESO NACIONAL DE JUECES

EXPOJUSTICIA

Através  de la muestra it inerante 
Expojusticia, se divulgaron los productos 
y servicios que ofrece el Poder Judicial 
a la ciudadanía, con especial incidencia 

en una justicia con enfoque de género y acceso a la 
justicia, promoviendo  estrategias y acciones firmes 
frente a la violencia familiar y contra la mujer, así 
como el fácil acceso a la justicia. 

En esta muestra estuvieron presentes distintos mó-
dulos instalados de varias dependencias de nuestra 
institución como Justicia en tu Comunidad, ONAJUP, 
Fondo Editorial del Poder Judicial, entre otros. 

Mediante estas  muestras  i t inerantes  la 
administración de justicia se acerca a la población 
orientándola en sus derechos y como ejercerlos, 
brindándoles información por ejemplo sobre las 
bondades del Código Procesal Penal, Nueva Ley Pro-
cesal del Trabajo, esto mediante los Equipos Técnicos 
de Implementación del Código Procesal Penal y de la 
Nueva Ley Procesal Laboral.

En estos eventos el Poder Judicial muestra a los 
ciudadanos los avances que nuestra institución está 
implementando a efectos de mejorar el servicio de 
administración de justicia.

NOTAS DEL CONGRESO Y ACTIVIDADES CULTURALES

F A



18

DEMOCRACIA JUDICIAL
HISTORIA 

DE LOS CONGRESOS JUDICIALES

El conocimiento, difusión y debate sobre 
cuestiones jurídicas se han hecho cada 
vez más intensos en predios nacionales. 
En esa línea de trabajo unos de los meca-

nismos más certeros y eficientes, son los certá-
menes jurídicos, llámese congresos o eventos de 
similar talante. Es decir, aquello que signifique 
intercambio de experiencias y opiniones a 
nivel jurídico. La realización en Chiclayo del IX 
Congreso Nacional de Jueces del Poder Judicial 
peruano es muestra de tal afirmación.

A partir de la segunda mitad de siglo XX, 
esporádicamente se van a plasmar en nuestro 
país, actividades congresales o convenciones den-
tro de una temática clásica del derecho (penal, 
civil, laboral y procesal y que se mantienen a la fe-
cha), mayoritariamente desarrolladas des-
de la Universidad Nacional Mayor de San Mar-
cos (UNMSM) y el Colegio de Abogados de Lima 
(CAL);  p.e. el histórico Congreso Internacional de 
Juristas (1951). 

La globalización de la sociedad y especialización 
de las ciencias jurídicas, con bastante resonancia 
a fines del siglo pasado, han producido la 
diversificación del derecho en variadas disciplinas 
bajo nuevos presupuestos (derechos de seguros, 
informático, de la construcción, arbitraje, etc.). 
No nos llame la atención la presencia orgánica de 
congresos nacionales e internacionales  desde los 
años 80 y con mayor intensidad en los últimos 20 
años. Además de las universidades, distintas aso-
ciaciones académicas y profesionales han contri-
buido a este proceso (p.e. las Asociaciones Perua-
nas de Derecho Constitucional y Administrativo y 
el Instituto Peruano de Arbitraje).

Desde el Estado, será a partir del siglo XXI que de 
un modo orgánico tomará cuerpo la plasmación 
de este tipo de actividad congresal. Resalta los 
congresos organizados por el Poder Judicial, el 
Jurado Nacional de Elecciones, el Congreso de la 
República, el Ministerio Público y el Ministerio de 
Justicia. Es decir, desde la esfera estatal (no uni-
versitario) se han institucionalizado tan significati-
vos certámenes jurídicos y que se prolongan en el 
tiempo (un indicador indispensable y formal para 
hablar de congresos orgánicos). 

Se han consumado nueve congresos nacionales 
de jueces (2007-2016) y siete congresos interna-
cionales de justicia intercultural instituidos por el 
Poder Judicial (2010-2016); y que en total suman 
dieciséis congresos, constituyéndose en un hito 

dentro del sistema peruano de justicia y dentro 
de la organización estadual; y probablemente de 
Hispanoamérica.

Un dato característico de los congresos judiciales 
es que son encuentros institucionales, corporati-
vos y democráticos –básicamente- de políticas pú-
blicas, gestión y despacho judicial. Nota particular 
en relación con los organizados por el Congreso 
de la República (congresos de derecho parlamen-
tario), el Jurado Nacional de elecciones (congresos 
de estudios electorales) y el Ministerio de Justicia  
(congresos nacionales de arbitraje y congresos 
nacionales de derecho registral-SUNARP). En esa 
línea corporativa dentro del ámbito del ius publi-
cum tenemos los congresos nacionales de fiscales 
organizados por el Ministerio Público (desde el 
2011) y los congresos nacionales del notariado pe-
ruano (en el 2016 se realizó un último congreso).

En clave de lo antes expresado, no cabe duda que 
esta buena práctica ha calado en el escenario y la 
estructura estadual, y es el Poder Judicial terso ca-
talizador y claro ejemplo de su desarrollo a través 
de las diferentes ediciones congresales que se han 
suscitado en Trujillo, Arequipa, Piura, Cusco, Tara-
poto, Ica, Cañete y Chiclayo; y cuyas conclusiones 
han servido de insumo para los órganos de gobier-
no de la judicatura nacional en la formación y ar-
ticulación de políticas institucionales (en la página 
web se encontrarán los libros o publicaciones que 
dan cuenta de cada uno de los congresos judicia-
les).

En sus nueve ediciones han participado más de 
1,500 juezas y jueces de distintos niveles y perso-
nal jurisdiccional en calidad de invitados, lo que 
demuestra que se están dando aplastantes pasos 
en procura de consolidar un paradigma vocacional 
de servicio al país con fisonomía –absolutamen-
te- democrática y participativa desde los mismos 
tribunales de justicia.

Continuando con los lineamientos y metodología 
trazada desde el primer congreso, patentizados en 
tres momentos claves: exposiciones, trabajo en ta-
lleres o comisiones y finalmente la sesión plenaria, 
en el noveno congreso, se debatieron y analizaron 
aspectos sobre independencia judicial, seguridad 
ciudadana, reforma penal, reforma de familia, or-
ganización y gestión judicial y ambiental, y sistema 
de evaluación y control de la magistratura. De ma-
nera especialmente llamativa el tema ambiental 
se trato por primera vez en esta mega actividad.

Cierto es que el Poder Judicial, con el objetivo de 
impartir una justicia que sea coherente con nues-
tros tiempos, viene implementando un conjunto 
de acciones destinadas a hacer realidad una reno-

ALGO DE HISTORIA
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vada visión del quehacer institucional; perfilando 
estrategias de acercamiento a la ciudadanía y pri-
vilegiando de ese modo el conocimiento real de 
sus necesidades y requerimientos en materia de 
justicia.

Reflexión final: el Congreso de Jueces es prueba  
idónea y evidente de la gobernabilidad judicial.

Helder Domínguez Haro

Publicaciones alusivas a los Congresos Nacionales de 
Jueces desarrollados entre los años 2007 al 2016

Vista parcial de la fachada principal de la Corte 
Superior de Justicia de Lambayeque
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